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VINCULACIÓN DE LA DEFENSORÍA DE FAMILIA Y EL MINISTERIO PÚBLICO EN ASUNTOS DONDE INTERVENGAN PERSONAS CON DISCAPACIDAD MENTAL ABSOLUTA. “Revisada la actuación se evidencia que en el curso de la primera instancia se incurrió en la causal de nulidad prevista en el numeral 8° del artículo 133 del Código General del Proceso, debido a que no se citó a la Defensoría de Familia ni al Ministerio Público, autoridades que por mandato de los artículos 7 y 18 de la Ley 1306 de 2009, en concordancia con los artículos 82, 95 y 211 del Código de la Infancia y la Adolescencia, deben intervenir en las actuaciones judiciales en que se discutan derechos de personas con discapacidad mental, condición en que se encuentra el vinculado Manuel Antonio Grisales González, quien, por esa razón, fue declarado interdicto. Lo anterior, siguiendo de cerca el precedente de la Corte Suprema de Justicia que en acción de tutela promovida por el señor José Vismer Jurado Gómez contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, de la que conoció esta Sala, declaró la nulidad de lo actuado y ordenó devolver la actuación para que en esta sede se vincularan a los citados funcionarios. (…) Así entonces, como en este caso uno de los intervinientes es una persona con discapacidad mental absoluta, han debido ser vinculadas al proceso las autoridades arriba citadas. Por lo tanto, se declarará la nulidad de lo actuado desde la sentencia proferida y se ordenará a la funcionaria de primera instancia vincular a la actuación a la Defensoría de Familia y al delegado del Ministerio Público, sin que en esta sede se integre el contradictorio (…)”.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, marzo diez (10) de dos mil diecisiete (2017)


Expediente No. 66001-31-03-002-2017-00030-01
1. Sería del caso decidir la impugnación que formuló el apoderado del señor Carlos Enrique Torres Jaramillo, quien actúa en calidad de representante legal de la Cooperativa del Municipio de Pereira y Departamento de Risaralda -COOMPER-, frente a la sentencia proferida el 13 de febrero último, por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en la acción de tutela que instauró contra el Juzgado Cuarto Civil Municipal de esta ciudad, a la cual fueron vinculados los señores Francisco Javier Montes Tangarife, Manuel Antonio Grisales González y Jaime Ramírez Ospina, pero se ha configurado una nulidad que es del caso declarar.

2. Pretende la parte actora, para obtener la protección del derecho al debido proceso, se revoque la sentencia proferida por el juzgado accionado, por medio de la cual declaró probadas las excepciones formuladas por el señor Manuel Antonio Grisales González, para que en su lugar se expida una en la que se produzca una valoración total de las pruebas. 
3. Por auto del pasado 2 de febrero se admitió la acción contra el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira y se ordenó vincular a los señores Francisco Javier Montes Tangarife, Jaime Ramírez Ospina y Manuel Antonio Grisales González
.
4. En la sentencia proferida se decidió “denegar por improcedente” el amparo reclamado.
5. Revisada la actuación se evidencia que en el curso de la primera instancia se incurrió en la causal de nulidad prevista en el numeral 8° del artículo 133 del Código General del Proceso, debido a que no se citó a la Defensoría de Familia ni al Ministerio Público, autoridades que por mandato de los artículos 7 y 18 de la Ley 1306 de 2009, en concordancia con los artículos 82, 95 y 211 del Código de la Infancia y la Adolescencia, deben intervenir en las actuaciones judiciales en que se discutan derechos de personas con discapacidad mental, condición en que se encuentra el vinculado Manuel Antonio Grisales González, quien, por esa razón, fue declarado interdicto. 
Lo anterior, siguiendo de cerca el precedente de la Corte Suprema de Justicia que en acción de tutela promovida por el señor José Vismer Jurado Gómez contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, de la que conoció esta Sala, declaró la nulidad de lo actuado y ordenó devolver la actuación para que en esta sede se vincularan a los citados funcionarios.
Así dijo, con fundamento en las normas arriba citadas:

“3. Al revisar lo acontecido, advierte la Corte que se omitió citar al Defensor de Familia y al Agente del Ministerio Público, para que intervinieran en la tutela, como garantía de protección de las personas involucradas en el proceso objeto de censura.

… 

5.- En consecuencia, como quiera que en los procesos de tutela que vinculen a personas con discapacidad se hace necesaria la vinculación de las autoridades administrativas señaladas para protegerlos, se estructura la causal de nulidad establecida en el artículo 140 numeral 9° del Código de Procedimiento Civil, al haberse dado curso al libelo sin la citación de quienes, como se anotó, debieron ser convocados, por involucrar personas en estado de interdicción en las circunstancias descritas, motivo por el cual se invalidará lo actuado dentro de la primera instancia, para que el Tribunal rehaga la actuación comunicando la admisión al procurador y al defensor de familia.” 

6. Así entonces, como en este caso uno de los intervinientes es una persona con discapacidad mental absoluta, han debido ser vinculadas al proceso las autoridades arriba citadas.

7. Por lo tanto, se declarará la nulidad de lo actuado desde la sentencia proferida y se ordenará a la funcionaria de primera instancia vincular a la actuación a la Defensoría de Familia y al delegado del Ministerio Público, sin que en esta sede se integre el contradictorio, siguiendo en tal sentido a la Corte Suprema de Justicia, que en asunto similar al que aquí se produjo, señaló:

“De las premisas legales y jurisprudenciales anotadas resulta imperativo que el Juez de tutela garantice la participación de tales intervinientes especiales, aspecto que ni siquiera fue contemplado en el auto de inicio de trámite (fl. 139, cd. 1), y así se mantuvo frente a la sentencia (fls. 166 a 171, ibídem).


Dicho ordenamiento conduce a que el Juez de tutela deba preservar a los extremos en litigio y terceros determinados o determinables, con legitimidad en un juicio, su derecho a concurrir y exponer su concepto u opinión en aras a asegurarles a sus representados el debido proceso, posibilidad que no se otorgó en el presente caso, conforme a lo destacado en precedencia.

 
5. Dado lo anterior y en aplicación del artículo 138 del Código General del Proceso, particularmente sus incisos 2º y 3º, sobre los efectos de la nulidad declarada y la renovación de la actuación, será menester invalidar exclusivamente la sentencia de primera instancia, en tanto es el único acto procesal que puede calificarse como « posterior al motivo que la produjo y que resulte afectada por este », lo cual supone la conservación de la eficacia de los demás sucesos previos y de del acervo probatorio, en los términos de la norma que se viene aplicando. 

En consecuencia, para la reanudación del trámite el a-quo deberá realizar la vinculación pretermitida a fin de dictar la sentencia que defina el grado de conocimiento a su cargo…”
 

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil - Familia, del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E

PRIMERO: Declarar la nulidad de lo actuado en esta acción de tutela instaurada por el señor Carlos Enrique Torres Jaramillo, como representante legal de la Cooperativa del Municipio de Pereira y Departamento de Risaralda -COOMPER-, contra el Juzgado Cuarto Civil Municipal de esta ciudad, a la cual fueron vinculados los señores Francisco Javier Montes Tangarife, Manuel Antonio Grisales González y Jaime Ramírez Ospina, desde la sentencia proferida.
SEGUNDO: Se ordena al funcionario de primera instancia rehacer la actuación afectada, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: Por la secretaría, remítase el expediente al juzgado de origen, a fin de que se surta el trámite indicado en el numeral anterior.

CUARTO: Entérese a las partes de la presente decisión por el medio más eficaz. A los señores Francisco Javier Montes Tangarife y Jaime Ramírez Ospina se les notificará por intermedio de la Emisora de la Policía Nacional. 
Notifíquese y cúmplase,  

La Magistrada,



        CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� A este último se le vinculó directamente, a pesar de que con el escrito de tutela se aportó copia del fallo dictado por el Juzgado Tercero de Familia local, mediante la cual se decretó su interdicción por discapacidad mental absoluta. No obstante, como la curadora que le fue designada intervino en el trámite, dicha irregularidad quedó saneada.


� Sala de Casación Civil, auto de tutela ATC7013-2014 del 18 de noviembre de 2014, MP. Dr. Jesús Vall de Rutén Ruiz, radicación No. 66001-22-13-000-2014-00236-01


� Sala de Casación Civil, auto de tutela ATC6254-2016 del 19 de septiembre de 2016, MP. Dr. Luis Alfonso Rico Puerta, radicación No. 18001-22-08-002-2016-00224-01.







